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Hora: 10:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se decide el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial del acusado contra el auto proferido por la juez primera penal del circuito de Dosquebradas el 10 de agosto de 2015, a través del cual no accedió a unas solicitudes probatorias presentadas por la defensa.
2. HECHOS

2.1 De conformidad con el escrito de acusación los hechos materia de investigación son los siguientes: 
“La presente investigación tuvo su origen mediante informe de la Policía de vigilancia en casos de captura en flagrancia, fechado 11 de marzo de 2015, por medio del cual dejan a disposición de la Fiscalía en turno URI, a la persona que fue identificada con el nombre de Juan Carlos Guarumo Ramírez; esto toda vez, que siendo aproximadamente las 17:43 horas, en la carrera 21 con calle 3a esquina del barrio El Balso de Dosquebradas, policiales que patrullaban por allí, observan al precitado quien llevaba en su mano derecha, una bolsa plástica negra, la cual proceden a revisar y observan a su interior una sustancia vegetal color verde al parecer estupefaciente Cannabis Sativa y 50 bolsitas plásticas transparentes contentivas de la misma sustancia, por lo que se procedió a su incautación y a la captura de quien la llevaba.
La sustancia encontrada al precitado, fue sometida a la prueba de identificación preliminar homologada -PIPH-, por parte de un perito en estupefacientes, se estableció que la evidencia física incautada correspondía a Cannabis Sativa y sus derivados con un peso neto de mil ciento nueve punto uno (1.109.1 ) gramos.” 

2.2 Las audiencias preliminares se llevaron a cabo el 12 de marzo de 2015 ante el juzgado segundo penal municipal de Dosquebradas, en las que la FGN le imputó al señor Juan Carlos Guarumo Ramírez el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes contenido en el artículo 376 del CP, en la modalidad de “llevar consigo”. El investigado no aceptó la imputación. En aquella oportunidad se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en centro carcelario. 

2.3 El Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas asumió el conocimiento de la presente causa (folio 6). La audiencia de formulación de acusación se llevó a cabo el 19 de junio de 2015 (folio 7-8). La audiencia preparatoria se llevó a cabo en sesiones del 3 de agosto y 10 de agosto de 2015 (folio 9-12) 
3.  SOBRE LA ACTUACIÓN QUE DIO LUGAR AL RECURSO INTERPUESTO
3.1 En este caso el recurso versa exclusivamente sobre la decisión de la juez de conocimiento de no admitir por falta de pertinencia los testimonios del Dr. Jorge Mario Trejos Arias, Director Seccional de Fiscalías de Pereira; el Coronel Ricardo Augusto Alarcón, Comandante de la Policía Metropolitana de esta ciudad; el Intendente Frank Piedrahita Valencia; el Intendente Jefe José Alexánder Rico SIJIN MEPER–Pereira; la Teniente Luz Estella Gil Bolaños de Asuntos Jurídicos de la MEPER; el Mayor Frank Olaya Cobos comandante de la estación de policía de Dosquebradas y el Intendente Néstor Mario Vargas Duque, lo mismo que una prueba documental consistente en un acta del juzgado 2º penal municipal con funciones de control de garantías de Dosquebradas, donde se autoriza a un investigador de la defensa para que haga una solicitud a la Policía Nacional.
3.2 En la audiencia preparatoria que se cumplió el 10 de agosto de 2015, luego de la intervención del fiscal, el defensor del procesado formuló las siguientes solicitudes probatorias en lo que tiene que ver con el recurso que se debe decidir:

3.2.1 El defensor solicitó que se decretaran los siguientes testimonios:

· Hugo Ramírez Restrepo. Investigador de la Defensoría del Pueblo, con el  objeto de demostrar todas las  peticiones que se hicieron sobre pruebas documentales, para comprobar la existencia de un  “falso positivo” en el presente caso.
· Dr. Jorge Mario Trejos Arias. Director Seccional de Fiscalías de Pereira. Expuso que el objeto de esa prueba era demostrar que se le había hecho la solicitud de entrega de un video  de las cámaras de la FGN ubicadas en “la  8ª con 41 bis” que sería presentado con ese testigo en el caso de que “se lo hicieran llegar” o para que en su defecto explicara por qué no fue entregada esa grabación.  Manifestó que el video en mención  serviría para probar que en el momento en  que el procesado ingresaba a su residencia con los agentes no llevaba consigo  ninguna bolsa.
· Coronel Ricardo Augusto Alarcón Campos. Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira. El objeto de esa prueba era  demostrar que la Policía Nacional vulneró el derecho de defensa al no entregarle los videos del barrio “El Balso“ y de la patrulla a donde fue traslado su defendido que había solicitado y para que explicara la razón de esa omisión.
· Intendente Frank Piedrahita Valencia. Policía Metropolitana de Pereira. Expuso que era el encargado de manejar el sistema de  videos de las patrullas en este caso del vehículo tipo “Duster” asignado a la Policía de  Dosquebradas. Solicitó su declaración con el fin de que informara porque razón no se guardó un video sobre la captura del procesado. Lo anterior, a efectos de demostrar la existencia de un “falso positivo”.

· Intendente Jefe José Alexánder Rico Jefe Actos Urgentes SIJIN MEPER. Solicita esta prueba para comprobar que mediante un oficio le había pedido a ese oficial que hiciera entrega de una bolsa negra plástica donde supuestamente estaba la sustancia vegetal decomisada, a efectos de someterla  a un “peritazgo de lofoscopia”, recibiendo como respuesta que la había arrojado a la basura. Expuso que la citada bolsa no fue sometida a cadena de custodia. El objeto de esta prueba es comprobar la existencia del “falso positivo” alegado.
· Teniente Ligia Estella Gil  Bolaños. Jefe de Asuntos Jurídicos de la MEPER. El defensor solamente indicó que la citada oficial había solicitado al  Comandante de la Policía de  Dosquebradas Frank  Olaya Cobos que hiciera llegar a la defensa los videos del barrio “El balso”, del 11 de marzo de 2015. 
· Mayor Franklin Olaya Cobos. Comandante de la Policía de Dosquebradas. Solicitó su testimonio para que explicara su actuación frente a la solicitud que la defensa le envió a la teniente antes citada.
· Intendente Néstor Mario Vargas Duque. Pidió su testimonio en virtud de su oficio como operador del sistema de circuito cerrado de televisión de la Policía, para que informara porque razón no se había hecho  entrega de los videos mencionados.
3.2.2 Seguidamente el defensor del procesado mencionó las siguientes pruebas documentales:

· Enunció diversos oficios que se entiende corresponden a los relacionados a Folio 11 del expediente
 y que esencialmente se relacionan con las solicitudes de los videos de las grabaciones de las  cámaras ubicadas en la FGN; el barrio “El Balso” y la camioneta que fue usada en el operativo policial; la petición dirigida al IT. José Alexánder Rico  para que entregara la bolsa que contenía el estupefaciente decomisado. Indicó que esos oficios fueron firmados por el  investigador de la defensa Hugo Ramírez Restrepo, quien actuaría como testigo de acreditación  de los mismos.

· Un acta del juzgado 2º penal municipal  con función de control de garantías de Dosquebradas donde se autoriza al defensor y al  investigador de la defensa para hacer unas solicitudes a la  Policía  Nacional.
· Mencionó al Coronel Ricardo Alarcón como testigo de acreditación del oficio S- 2015 017201/AS-2925, firmado por éste,   donde se niega la entrega de los videos que reposan en el vehículo policial en que  fue transportado su defendido el 11 de marzo de 2015;  el oficio  S. 2015 – 2925 del  27 de abril de 2015 donde se niega la entrega del “video del barrio El Balso” y otro oficio donde el mencionado coronel ordenó la  búsqueda de esos registros. Dijo que esos documentos serían introducidos al juicio con ese oficial.
· Oficio S-2015-020957 del IT. Frank Piedrahita Valencia, quien actuaría como testigo de acreditación, donde  informa que se habían  borrado  los videos solicitados, que correspondían a los tomados en el  vehículo marca “ duster” (sic) adscrito a la Policía de Dosquebradas. .

· Oficio S20159 firmado por el Intendente José Alexánder Rico, donde se responde a la defensa  que la bolsa que presuntamente contenía el estupefaciente fue arrojada a la basura. Ese uniformado actuará como testigo de acreditación de ese documento.
· Oficio  S-2015-2925 firmado por la teniente Ligia Estella Ortiz Bolaños donde le solicita al Mayor Frank Cobos la entrega a la defensa de los videos del barrio “El Blaso” del 11 de marzo de 2015.

· Oficio 2925 firmado por el IT. Néstor Mario Vargas Duque, donde le informa a la defensa que en el sitio donde la defensa pidió unos  videos no existe cámara de seguridad.  

· Expuso que el objeto de esas pruebas era demostrar que se estaba vulnerando el derecho a la defensa, ya que la Policía Nacional no había entregado esos registros de video, con el fin de proteger a sus agentes y además estaba condicionando la práctica de sus  pruebas a la autorización de la  FGN.
3.3 El delegado de la FGN se pronunció sobre esas solicitudes probatorias de la defensa así:

· No formuló reparos sobre la solicitud del testimonio de Hugo Ramírez Restrepo investigador de la defensa. 
· El testimonio del Dr. Jorge Mario Trejos Arias Director Seccional de Fiscalías, no era necesario ni pertinente dado que ocupa un cargo administrativo en esa entidad y tiene personal a cargo para realizar distintas labores. En la sede de la U.R.I. en la que fue recluido el señor Juan Carlos Guarumo, existe un jefe de seguridad y opera un circuito de vigilancia que es manejado por personal diferente al doctor Trejos quien no lo conoce ni tiene injerencia sobre el mismo, fuera de que el responsable directo de las cámaras de video es el jefe de seguridad del CTI.  
· El Coronel Ricardo Augusto Alarcón es el comandante de la Policía Metropolitana de Pereira Dosquebradas. Le correspondió responder los oficios que allegó la defensa, pero la persona que debe comparecer al juicio en lo relativo a esos oficios debe ser el  encargado de la vigilancia de las cámaras o de la zona o cuadrante respectivo y no el citado oficial que tiene a su cargo todo el Departamento de Risaralda, por lo cual no estaba enterado sobre ese asunto lo que hace que su testimonio no sea conducente,  ni pertinente. 

· El IT. José Alexánder Rico es el jefe de la SIJIN de la U.R.I. y tiene a su cargo un grupo de investigadores que realizan las diligencias de actos urgentes. Por ello la persona que debió ser citada por la defensa es el experto en pruebas de  PIPH Luis Fernando Reyes Molina citado como testigo por la FGN,  o el investigador de actos urgentes Jhon Larry Ruiz quien forma parte de este equipo de trabajo a efectos de que declararan sobre el destino que se le dio a la mencionada bolsa. Por ello se trata de una prueba que no es pertinente ni conducente.

· El testimonio de la teniente Luz Estella Gil no es pertinente ya que los oficios remitidos al defensor en respuesta a sus solicitudes son documentos públicos y por ello se presumen auténticos, por lo cual pueden ser introducidos con el investigador de la defensa Hugo Ramírez Restrepo, por lo cual no sería procedente citarla al juicio al igual que a los demás testigos mencionados por la defensa sobre esos aspectos específicos, ya que se presentaría un desgaste innecesario.
3.4 El defensor manifestó que el  Director Seccional de Fiscalías no había dado respuesta a su petición, ni le había  informado que tenía varios asistentes, por lo cual ese funcionario debía comparecer al juicio a reconocer los documentos antes mencionados. 

Expuso que era necesaria la comparecencia del Coronel Alarcón al juicio, ya que ese oficial al responder sus oficios le negó el  EMP que se pretendía introducir con él ya que había suscrito ese documento, por lo cual, pese a que su carácter público, lo real era que el investigador de la defensa no podía certificar sobre su autenticidad, ni explicar porque razón el citado oficial se negaba a entregar el registro de video que se le pidió.
Igualmente consideró que era necesaria la declaración del IT. José Alexánder Rico, para que explicara que agentes  tenía a su cargo y la razón por la cual  se había desaparecido la bolsa que contenía la sustancia decomisada. 
4. SOBRE LA DECISIÓN OBJETO DEL RECURSO
La juez de conocimiento se pronunció sobre las solicitudes probatorias de la FGN Y de la defensa. En lo que resulta relevante para esta decisión, hizo las siguientes consideraciones sobre las pruebas que no  decretó:
4.1 Como el representante de los acusados hizo referencia a unos  videos que solicitó para ser exhibidos durante el juicio, lo real es que no iba a obtener esos registros fílmicos con los testigos que solicitó, ya que la actuación que debía cumplir el defensor en la vista pública debía estar dirigida a presentar pruebas para controvertir la captura en flagrancia del implicado y existencia del delito que se investiga, más no para verificar el motivo por el cual se borraron o se desaparecieron los citados videos, ya que se trataba de situaciones que se debían ventilar por fuera del juicio oral. Por ello no resultaba  pertinente el  testimonio del Dr. Jorge Mario Trejos, ya que no guardaba relación con lo que se debate pues se encuentra dirigido a demostrar una situación diversa como el hecho de que no hubiera contestado un oficio determinado, para lo cual hay una vía diferente relacionada con el ejercicio del derecho de petición o una acción disciplinaria.
4.2 Consideró que el testimonio del Coronel Alarcón también resultaba  impertinente ya que no era tema del juicio demostrar que ese oficial le ocultó unos videos a la defensa o le impidió acceder a los mismos. Además el defensor admitió que finalmente se le dio respuesta, indicándole dónde podía ubicar los citados videos. Expuso que se presentaba una situación similar a la del Dr. Trejos Arias, que se debía  ventilar en un escenario diverso, por lo cual el defensor debió optar por otro mecanismo distinto a verso a convocar a ese oficial al juicio.  No ordenó la prueba.
4.3 Sobre el testimonio del mayor Frank Piedrahita Valencia, manifestó que esa prueba no era pertinente ya que no se trataba de cuestionar algún manejo irregular de la evidencia por parte de ese oficial como lo  considera la defensa, por no haber guardado una copia de los videos requeridos por la defensa, fuera de que el citado testigo no tenía información sobre las condiciones en que fue trasladado el señor Guarumo luego de su aprehensión. No se decretó esta prueba.
4.4 En lo relativo al IT. José Alexánder Rico, la juez de conocimiento consideró que no era pertinente su declaración, ya que no tenía conocimiento sobre las circunstancias que rodearon los hechos y su testimonio podría ser suplido con el perito en la prueba de PIPH, que iba a presentar la FGN, quien podría ser contrainterrogado por la defensa. La prueba no fue ordenada.
4.5 En lo relativo a la declaración de la Teniente Ligia Stella Gil Bolaños, consideró igualmente que se trataba de una prueba no pertinente, ya que lo único sobre lo que podía declarar era lo relativo al  envío de un oficio al mayor Frank Olaya, sobre el video tomado en el barrio “El Balso”, lo que se podía demostrar con los oficios que tenía en su poder la defensa. La prueba no fue ordenada. 
4.6 En el caso del Mayor Franklin Olaya Cobos, y el Intendente Néstor Mario Vargas Duque, la A quo  consideró que sus declaraciones versaban sobre hechos que aparecían consignados en los oficios que presentó la defensa. No se decretó esta prueba. 

4.7 La juez de conocimiento tampoco ordenó la prueba documental  correspondiente al acta del juzgado 2º penal municipal de Dosquebradas, sobre la autorización que se dio a la defensa para solicitar los citados videos ya que se trataba de una prueba que no tenía ninguna injerencia en el juicio.

4.8 La funcionaria de primer grado admitió como prueba el testimonio del investigador Hugo Ramírez Restrepo, ya que se trataba del  investigador que hizo la entrega de los oficios, relacionado con la solicitud de los videos pretendidos por la defensa y podría ser tenido como testigo de acreditación sobre las gestiones que se hicieron para  ubicar esos registros fílmicos, al igual que las  respuestas dadas a los mismos que  eran de interés para la teoría del caso de la defensa, los cuales estaban suscritos por servidores públicos. Igualmente decretó como prueba los oficios pedidos por la defensa que aparecen relacionados a Folio 11 del expediente.

4.9  La decisión fue apelada por el defensor. 
5. SOBRE EL RECURSO INTERPUESTO.

5.1 Defensor (recurrente) 

· Solicita que se revoque la decisión de no decretar los testimonios del Dr. Jorge Mario Trejos Arias; del Coronel  Ricardo Augusto Alarcón Campos; del Intendente José Alexánder Rico; de la teniente Ligia Stella Gil Bolaños; del Intendente Frank Piedrahita; del Intendente Néstor Mario Vargas y del Mayor Franklin Olaya Cobos, ya que la teoría del caso de la defensa se basa en que la acusación presentada contra su mandante se sustenta en la existencia de un “falso positivo” atribuido a la  Policía Nacional, lo que se pretende demostrar con la declaración de estas personas.
· Esa situación tiene que ver con el hecho de que el Coronel Ricardo Alarcón, admitió que tenía en su poder los registros fílmicos, pedidos por la defensa,  pero se negó a entregarlos con el argumento de que se podría vulnerar el derecho a la intimidad de las personas.  
· La Policía Nacional no podía condicionar la entrega de pruebas a la defensa sin contar con la autorización previa de la FGN.
· Esa determinación vulnera el principio de igualdad de armas que es propio de la ley 906 de 2004, ante la imposibilidad que tiene la defensa para recaudar pruebas que permitan el ejercicio del derecho a la contradicción frente a la FGN, en razón de la conducta omisiva del Coronel Alarcón y del Director Seccional de  Fiscalías de Pereira, lo que impide probar la participación indirecta de esos servidores públicos en el “falso positivo” que se presentó. 
· Igual situación ocurre con el testigo José Alexánder Rico, quien no entregó la bolsa que contenía la sustancia decomisada a sabiendas de que se iba a solicitar una prueba de lofoscopia, para demostrar que no había huellas decadactilares de su representado.

· Es en el juicio oral donde se debe determinar que sucedió con la pérdida de los citados videos para establecer con el Dr. Trejos Arias y el Coronel Alarcón si estos fueron borrados u ocultados,  ya se trata de que la defensa no quede sin pruebas para demostrar la existencia del “falso positivo”, fuera de que no tiene conocimiento de la estructura burocrática de la FGN o de la institución policial. 

· No puede aceptarse el argumento de que los jefes, directores  o  comandantes de las entidades no son responsables de los EMP y las evidencias físicas que tienen en su poder sus subalternos, ya que  entonces se daría al traste con todas las investigaciones que se adelantan en el país contra altos oficiales de la fuerza pública por el tema de las ejecuciones extrajudiciales, lo que implicaría el archivo de 1980 o 2000 procesos que se han iniciado por esos hechos.
· El Dr. Jorge Mario Trejos Arias como Director Seccional de Fiscalías de Pereira y el Coronel  Ricardo Alarcón en su calidad de Comandante de la Policía Metropolitana, tuvieron injerencia directa en la no entrega de los videos reclamados por la defensa y con su testimonio se pretende acreditar si cohonestaron la pérdida de esos registros que demostraban la existencia del “falso positivo” que se presentó, ya que de no probarse esa situación es decir que los videos reclamados existían, pero fueron desaparecidos, su representado se vería obligado a soportar una condena por la conducta que se le atribuye. 

· Por lo tanto solicita que se revoque la decisión de primer grado y se decreten esos testimonios.

5.2 Fiscal (no recurrente) 
· La Policía Nacional y la FGN son entidades que tienen sus rangos jerárquicos, por lo cual sus directivos no pueden responder por todas las actuaciones de sus subalternos.
· En este caso el defensor alega que se presentó un “falso  positivo”. Sin embargo esa situación debe probarla a través del contrainterrogatorio de los testigos de la FGN y el testigo de refutación que fue admitido para el juicio, para controvertir la  teoría del caso de la  FGN.
· En lo relativo a los videos mencionados por el representante del acusado, lo real es que entiende que la camioneta  usada en el operativo de la Policía Nacional, tiene una cámara que no siempre se encuentra prendida o activada. Por lo tanto para esclarecer ese hecho se debió haber llamado al juicio al conductor de ese vehículo para que explicara si en ese momento estaba funcionando, o si los videos fueron borrados o regrabados, sobre lo cual nada pueden informar el Dr. Trejos Arias o el  Coronel Alarcón. Adicionalmente se debe considerar que muchas cámaras del sector donde ocurrieron los hechos pueden estar dañadas o que solo funcionan por tiempos y el hecho de que la Policía no hubiera entregado los videos reclamados, no indica necesariamente que las filmaciones se hayan negado. Además no se debe debatir en el juicio si el video fue tomado o no, o si se obstaculizó su entrega.
· En este caso se presentó una captura en flagrancia y se decomisó una sustancia estupefaciente. Sin embargo los  testimonios solicitados por la defensa no constituyen prueba idónea para controvertir los fundamentos de la acusación.
· El perito Luis Fernando Reyes recibió una bolsa negra con una sustancia vegetal y en su interior se encontraron unas bolsas con cierre hermético, que daba muestras de ser marihuana de lo cual había un registro fotográfico, pero no se sabe cuántas manos tocaron esas bolsas. Además la defensa conoce que no toda superficie sirve para tomar pruebas de lofoscopia; que estas bolsitas se botan luego de que se toman las fotografías y el elemento en  que se lleva la sustancia no constituye prueba en un proceso relacionado con estupefacientes. 
· En el caso en estudio no existió ningún “falso positivo”, sino una captura en flagrancia del señor Guarumo por llevar consigo estupefacientes. La defensa debe probar que su representado fue “cargado” al momento del operativo. Si esto se demuestra el procesado debe ser absuelto y se deben compulsar copias para que se investigue esa situación. Solicita que se confirme la decisión de primer grado.
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA
6.1 Esta Sala es competente para conocer del recurso propuesto en atención a lo que dispone el artículo 34-1 del CPP.
6.2 CONSIDERACIÓN PREVIA
Antes de abordar el tema sometido al estudio de esta colegiatura,  es necesario referirse a una situación relacionada con la admisibilidad del recurso interpuesto por el defensor del acusado en la audiencia preparatoria, contra el auto que denegó una serie de pruebas testimoniales y una evidencia documental que había solicitado.

En ese sentido se advierte que en lo que tiene relación con la decisión impugnada, conforme a lo expuesto en el apartado No. 4 de esta providencia, la juez de conocimiento no admitió por falta de pertinencia, los testimonios del Dr. Jorge Mario Trejos, del Coronel Ricardo Augusto Alarcón, del mayor Frank Piedrahita Valencia, del IT. José Alexánder Rico, la teniente Ligia Stella Gil Bolaños, el Mayor  Franklin Olaya Cobos, y el Intendente Néstor Mario Vargas Duque. También negó la prueba documental pedida por el defensor, consistente en el acta del juzgado 2º penal municipal de Dosquebradas, sobre la autorización que se dio a la defensa para solicitar los citados videos ya que se trataba de una prueba que no tenía ninguna injerencia en el juicio.

A su vez admitió como prueba el testimonio del investigador Hugo Ramírez Restrepo, aduciendo que se trataba del investigador que hizo la entrega de los oficios correspondientes a la solicitud de los videos  pedidos por la defensa y podría ser tenido como testigo de acreditación sobre las gestiones adelantadas para conseguir esos  registros  fílmicos, al igual que las respuestas que recibió la defensa a efectos de sustentar su teoría del caso, las cuales estaban contenidas en documentos públicos. Igualmente decretó como prueba los oficios pedidos por la defensa que aparecen relacionados a Folio 11 del expediente.

6.3 Ahora bien al escuchar la parte del registro correspondiente al recurso que interpuso el defensor contra la decisión de no admitir como prueba para el juicio las citadas evidencias, se observa que  según el ítem 5.1 de esta decisión, el letrado solamente sustentó su petición en lo que tiene en que con la negativa de tener como testigos en el juicio al Dr. Jorge Mario Trejos Director Seccional de Fiscalías de Pereira, el Coronel Ricardo Alarcón Comandante de la Policía Metropolitana, y el Intendente José Alexánder Rico de la SIJIN MEPER, pero no expuso ningún argumento para controvertir la decisión  de la  A quo de no ordenar las demás pruebas testimoniales que pidió y negar la incorporación del acta del juzgado 2º penal municipal con función de control de garantías de Dosquebradas a la cual hizo referencia.

6.3.1 El artículo 178 del CPP, modificado por el artículo 90 de la ley 1395 de 2010, dispone lo siguiente: Trámite del recurso de apelación contra autos. “Se interpondrá, sustentará y correrá traslado a los no impugnantes en la respectiva audiencia. Si el recurso fue debidamente sustentado se concederá de inmediato ante el superior en el efecto previsto en el artículo anterior”. A su vez el artículo 179 A ibídem, adicionado por el artículo 92 de la ley 1395 de 2010, señala: “Cuando no se sustente el recurso de apelación se declarará desierto, mediante providencia contra la cual procede el recurso de reposición”.  
6.3.2 En atención a lo dispuesto en esa norma y con base en la argumentación del recurrente, la Sala considera que se debe declarar desierto el recurso interpuesto por el censor frente a la decisión de la juez de primer grado de no decretar como prueba de la defensa, los testimonios del IT. Frank Piedrahita Valencia, la teniente Ligia Stella Gil Bolaños, el Mayor Frank Olaya Cobos y el IT. Néstor Mario Vargas Duque, al igual que la referida acta del juzgado 2º penal municipal con función  de control de garantías de Pereira, ya que el impugnante no cumplió con la carga procesal de controvertir ese apartado de la determinación de la funcionaria de primer grado, a efectos de que la segunda instancia pudiera pronunciarse sobre el grado de acierto de esa decisión.
Las consecuencias de la omisión de ese deber procesal, fueron puestas de presente en CSJ SP del 28 de septiembre de 2011, radicado 37258 donde se manifestó lo siguiente, con referencia al citado artículo 178 de la ley 906 de 2004:  

Conforme se desprende de la norma transcrita, no se somete a duda alguna, la necesidad de sustentar la impugnación, pero la misma norma es clara en señalar que no basta la mera sustentación o defensa de una posición, sino que esa sustentación debe ser la debida, la adecuada, la apropiada al caso. Esto lleva a concluir que no es suficiente la mera exposición de argumentos que tiendan a defender una determinada postura, sino que es preciso que esa argumentación esté orientada a controvertir de manera seria la decisión impugnada, señalando las razones del disenso, destacando cuáles pueden ser las falencias de la providencia y de qué manera tal decisión no resulta acertada y acorde con el ordenamiento, todo ello siempre sin perder de vista el substrato fáctico sobre el cual se realiza el debate. La sustentación debe señalar con claridad qué es lo que se pretende.

Sobre ese ejercicio dialéctico que comporta la impugnación, y que implica una sustentación adecuada, ha destacado la Corte:

“De ahí que la fundamentación de la apelación constituya un acto trascendente en la composición del rito procesal, en la medida que no basta con que el recurrente exprese inconformidad genérica con la providencia impugnada, sino que le es indispensable concretar el tema o materia de disentimiento, presentando los argumentos fácticos y jurídicos que conducen a cuestionar la determinación impugnada, carga que de no ser acatada, obliga a declarar desierto el recurso, sin que se abra a trámite la segunda instancia, toda vez que de frente a una fundamentación deficiente el funcionario no puede conocer acerca de qué aspectos del pronunciamiento se predica el agravio. Pero una vez satisfecho el presupuesto de la fundamentación explicita o suficiente, en cuanto identifica la pretensión del recurrente, adquiere la característica de convertirse en límite de la competencia del superior, en consideración a que sólo se le permite revisar los aspectos impugnados”

Y, en otra reciente decisión se ratifica:

“La impugnación es la herramienta de carácter constitucional que tienen las partes para controvertir la legalidad de la providencia emitida. Por este motivo, el recurrente debe ser claro y coherente al expresar las razones por las cuales considera que la decisión cuestionada no se ajusta a las normas procesales o sustantivas en las que se debe fundamentar. Cualquier otra expresión o manifestación del recurrente que no esté dirigida a demostrar esta inconsistencia legal, no puede considerarse como sustento de la impugnación. Ello no implica necesariamente el uso de un lenguaje técnico, sobre todo cuando el recurrente no es abogado, como que basta la expresión de los argumentos de oposición presentados en forma clara y comprensible”
.

6.5 En ese orden de ideas, la Sala considera que la señora juez de primer grado debió aplicar el artículo 179A del CPP, modificado por el artículo 92 de la ley 1395 de 2010 y declarar desierto el recurso que interpuso el defensor del procesado contra la decisión de inadmitir las pruebas testimoniales y la evidencia documental antes referida.
6.6 Ahora bien en  lo relativo a la decisión de inadmisión de los testimonios del Dr. Jorge Mario Trejos Arias, del Coronel Ricardo Alarcón y del Intendente José Alexánder Rico, se hacen las siguientes consideraciones:

6.6.1 De acuerdo al sustento de la decisión recurrida los testimonios del Dr. Trejos Arias y del Coronel Alarcón no resultaban pertinentes frente a lo que se debía probar en el juicio, ya que no estaban dirigidos a controvertir la captura en flagrancia del implicado por violación del artículo 376 del CPP, sino a acreditar que la defensa había solicitado a los citados funcionarios unos videos tomados de unas cámaras ubicadas en un vehículo de la Policía Nacional, en el barrio “El balso” y en la sede de la FGN de Dosquebradas y no había recibido una respuesta adecuada sobre los mencionados requerimientos por parte de los funcionarios antes citados o no se había respondido la solicitud. Indicó que la conducta omisiva del Director Seccional de Fiscalías de Pereira podía dar lugar a acciones disciplinarias u otras actuaciones diversas a lo que se debía debatir en el juicio.

6.6.2 En el caso del Comandante de la Policía Metropolitana la A quo consideró que su testimonio no resultaba pertinente, ya que el juicio no tenía como objeto comprobar que ese uniformado le ocultó unos registros fílmicos a la defensa o no le permitió tener acceso a los mismos, fuera de que el defensor admitió que finalmente se le había dado respuesta sobre su solicitud, por lo cual, de manera similar a lo que sucedía con el Dr. Trejos la conducta atribuida al citado oficial debía ser examinada en un escenario diverso al del juicio oral que se iba a adelantar en ese caso.
6.6.3 Sobre la declaración del Intendente José Alexánder Rico la A quo consideró que no tenía conocimiento sobre los hechos y el interés de la defensa podría ser suplido a través del interrogatorio cruzado del perito en PIPH que la FGN llevara al juicio. 
6.6.4 En la misma audiencia, la funcionaria de primer grado admitió como prueba el testimonio del investigador de la defensa Hugo Ramírez Restrepo, aduciendo que este se había encargado de la entrega de los oficios relacionados con la solicitud de los videos  pedidos por quien representa al acusado y podría ser tenido como testigo de acreditación sobre las gestiones que se hicieron para obtener esos registros fílmicos y para introducir las respuestas dadas a los mismos ya que eran de interés para la teoría del caso de la defensa, teniendo en cuenta que se trataba de documentos públicos. Consecuentemente decretó como prueba los oficios pedidos por la defensa que aparecen relacionados a Folio 11 del expediente.

6.6.5 En este caso la argumentación del censor se centra en que su interés es demostrar que la acusación presentada contra su mandante  se sustentó en la existencia de un “falso positivo” atribuido a la Policía Nacional, lo que pretende demostrar con las pruebas testimoniales que solicitó en el juicio y que no fueron decretadas por la funcionaria de primer grado.

Para el efecto expuso: i) que el Coronel Ricardo Alarcón, en su calidad de Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira había admitido que tenía en su poder los registros fílmicos pedidos por la defensa, pero no los había entregado, con el pretexto de que se podría vulnerar el derecho a la intimidad; ii) que el Director Seccional de Fiscalías de Pereira había incurrido en la misma conducta omisiva; y iii) que el IT José Alexánder Rico no había entregado la bolsa que contenía los estupefacientes decomisados en el operativo policial, con pleno conocimiento de que la defensa requería ese envoltorio para la práctica de una prueba de lofoscopia tendiente a establecer si existían huellas de su representado (en la audiencia se expuso que el IT. Rico se había deshecho de la citada bolsa). 
Por lo anterior consideró que la decisión de la juez de conocimiento vulneraba el principio de igualdad de armas que es consustancial a la ley y 906 de 2004, ante la imposibilidad que se le generó a la  defensa para recaudar pruebas que le permitan el ejercicio del derecho a la contradicción, ante la pérdida o supresión de esos videos, por causa de la conducta omisiva del Coronel Alarcón y del Dr. Trejos Arias, lo que le impedía probar “la participación indirecta” de esos servidores públicos en el “falso positivo” urdido contra el acusado. Adujo que la misma situación se presentaba en razón de la negativa del testimonio del IT José Alexánder Rico, quien no entregó la bolsa solicitada, situaciones que se debían dilucidar en el juicio oral ya que de lo contrario la defensa se quedaría sin posibilidad de probar la trama de las autoridades de policía dirigida a involucrar al señor Guarumo Ramírez por infringir el artículo 376 del CP. En ese sentido consideró que se trataba de pruebas pertinentes ya que los  jefes, directores  o  comandantes de las entidades eran responsables de los EMP y las  evidencias físicas recaudadas por sus subalternos y su objeto era comprobar que el tanto el Director Seccional de Fiscalías de Pereira como el Comandante de la Policía Metropolitana de esta ciudad habían cohonestado la pérdida de esos registros que demostraban la existencia del “falso positivo” que se presentó.

6.6.6 Como el tema en discusión tiene que ver con la pertinencia de los testimonios denegados por la juez de conocimiento sobre los cuales se sustentó debidamente el recurso de apelación, es necesario manifestar inicialmente que de acuerdo al contexto fáctico del escrito de acusación
 ,el 11 de marzo de 2015 fue capturado el señor Juan Carlos Guarumo Ramírez, en la carrera 21 con calle 3ª del barrio “El Balso” de Dosquebradas, por posesión de una sustancia vegetal que según se comprobó posteriormente resultó ser positiva para cannabis, con un peso de 1091 gramos, por lo cual se le formuló imputación al citado ciudadano por la violación del artículo 376 del CP, con la consecuencia jurídica prevista en el inciso 2º de esa disposición.

6.6.7 Ahora bien, la prueba testimonial que fue denegada y sobre la cual  versó la impugnación de la defensa, no tiene que ver con testigos que tengan conocimiento personal de los hechos en los términos del artículo 402 del CPP, sino que tiene como objeto verificar una serie de situaciones relacionadas con la no entrega de unos videos solicitados por la defensa al Director Seccional de Fiscalías de Pereira y al Comandante de la Policía Metropolitana de esta ciudad, al igual que de una bolsa plástica que contenía el estupefaciente decomisado, la cual presuntamente se hallaba en poder del IT José Alexánder Rico de la SIJIN –MEPER, para lo cual se libraron varios oficios a esa autoridad.
Los oficios con los que se dio respuesta a la defensa sobre esas solicitudes que tienen la calidad de documentos públicos, fueron admitidos como prueba documental en la audiencia preparatoria
 y según la decisión adoptada en ese acto que no fue recurrida por el delegado de la FGN, serían introducidos al juicio con el investigador de la defensa Hugo Ramírez Restrepo.

6.6.8 En ese orden de ideas puede afirmarse que el objeto de la prueba testimonial solicitada por el representante del acusado, es convocar al juicio oral al Director Seccional de Fiscalías de Pereira, para que explique sobre porqué razón no atendió el citado requerimiento de la  defensa, lo que se infiere ya que en la relación de pruebas documentales pedidas por la defensa no aparece ningún oficio de respuesta suscrito por el Dr.  Trejos Arias
, y  para que el Comandante de la Policía Metropolitana de esta ciudad o al oficial Rico adscrito a la SIJIN MEPER rindan testimonio sobre las respuestas que aparecen consignadas en los oficios que remitieron a la defensa.
6.6.9 De acuerdo a lo decidido en la audiencia preparatoria, la defensa cuenta con  un  testigo de acreditación de esa evidencia documental, con lo cual se suple el requisito exigido en la jurisprudencia pertinente sobre el tema CSJ SP del 13 de septiembre de 2014, radicado 41908 donde se expuso lo siguiente sobre las condiciones de incorporación de ese tipo de pruebas al  juicio oral así:
“(…) 

“Si bien para la época en que se introdujo la prueba en mención no había entrado a regir el artículo 63 de la Ley 1453 de 2011, que modificó el artículo 429 de la Ley 906 de 2004, que regula la presentación en juicio de los documentos, el cual autoriza a que éstos sean ingresados «por uno de los investigadores que participaron en el caso o por el investigador que recolectó o recibió el elemento material probatorio o evidencia física», de tiempo atrás las decisiones de esta Corporación sobre el tema reconocían la necesidad de que el documento que se pretendiera aducir en juicio, lo fuera a través de un testigo de acreditación que debía declarar sobre dónde y cómo lo obtuvo, quién lo suscribe, si es original o copia y los datos generales relativos a su contenido, a fin de acreditar aspectos que permitan determinar su autenticidad y pertinencia.

Así expresó su criterio la Corte en CSJ SP, 21 Feb. 2007, Rad. 25920, donde señaló:

La manera de introducir las evidencias, objetos y documentos al juicio oral se cumple, básicamente, a través de un testigo de acreditación, quien se encargará de afirmar en audiencia pública que una evidencia, elemento, objeto o documento es lo que la parte que lo aporta dice que es.
 Posteriormente, en CSJ SP, 21 Oct. 2009, Rad. 31001, reiteró:

Respalda esta conclusión el artículo 337 de la Ley 906 de 2004, referido al contenido del escrito de acusación. Establece su numeral 5º, titulado descubrimiento probatorio, que un documento anexo al mismo deberá contener:  
(…)
“d) Los documentos, objetos u otros elementos que quieran aducirse, junto con los respectivos testigos de acreditación”.
(…)
“g) Las declaraciones o deposiciones”.
Salta a la vista, pues, la obligación de introducir al juicio los medios de conocimiento distintos a entrevistas o declaraciones juradas, a través de testigos de acreditación. De lo contrario, en el literal g) transcrito se habría impuesto igual condición a la prevista en el d), donde sí resulta necesaria pues respecto de los elementos materiales allí relacionados es indispensable la refrendación de su procedencia.
Obviamente que ello no basta para que el documento sea admitido como prueba en el debate oral, pues previo a ello es imperioso cumplir las demás exigencias contenidas en el estatuto adjetivo penal, una de las cuales es precisamente la de su autenticación, que se entiende satisfecha cuando se tiene conocimiento certero de su origen o procedencia, cuya falta de acreditación deriva en la inadmisión del medio de prueba, según lo dispone el inciso 2º del artículo 430 ibídem, por tratarse de un documento anónimo.

Ahora bien, en orden a autenticar e identificar el documento, la parte que lo aduce debe acudir a cualquiera de los métodos señalados en el artículo 426 ejusdem, salvo que se trate de alguno de los supuestos previstos en el canon 425 de la codificación citada, pues en tales casos la ley presume su autenticidad, presunción iuris tantum que admite prueba en contrario….”

Es precisamente la situación anotada la que se presenta en el asunto de la especie, pues las certificaciones expedidas por el funcionario de la Superintendencia Financiera, con su intervención y en ejercicio de su cargo, se reputan documentos públicos conforme a lo dispuesto en los artículos 251 y 262 del Código de Procedimiento Civil, motivo por el cual en la sistemática de la Ley 906 de 2004 no requieren ser autenticados en el juicio, pues ésta se presume, luego para ser admitidos como prueba documental, además de su pertinencia, basta incorporarlos con el investigador que participó en el caso, garantizado previamente su publicidad y contradicción por la partes, como en efecto aconteció en el asunto de la especie por parte de las servidoras del CTI de la Fiscalía. (CSJ AP 02 Abr. 2014, Rad. 43162)…”.

6.6.10 Con base en lo expuesto en precedencia se debe recordar que en el esquema del sistema penal acusatorio, la audiencia preparatoria fue diseñada como el acto procesal en el cual el Juez de conocimiento resuelve las solicitudes probatorias elevadas por las partes, teniendo en cuenta los criterios de pertinencia, y admisibilidad, siempre orientados a obtener el convencimiento del sentenciador más allá de duda razonable sobre los hechos y circunstancias materia de juicio y los de la responsabilidad del acusado, como autor o partícipe. El artículo 357 del CPP dispone precisamente que las partes deben probar sus pretensiones a través de los medios lícitos que libremente decidan para que sean debidamente aducidos al proceso.  
De otro lado, el canon 375 del mismo estatuto establece el criterio de pertinencia como factor modulador de los ordenamientos probatorios, al disponer que el EMP, la evidencia física y el medio de prueba: “deberán referirse directa o indirectamente a los hechos o circunstancias relacionados con la conducta delictiva y sus consecuencias, así como a la identidad, o a la responsabilidad penal del acusado. También es pertinente cuando sirve para hacer más o menos probable uno de los hechos o circunstancias mencionados, o se refiere a la credibilidad de un testigo o de un perito”.  El test de pertinencia de la prueba debe ser complementado con el examen de su admisibilidad que se encuentra condicionado a los factores previstos en el artículo 376 del CPP.

En  ese sentido se pronunció la sala Penal de la Corte Suprema de Justicia en auto con radicado 27.608 del 19 de junio de 2007, en el cual se expuso lo siguiente al referirse a la audiencia preparatoria:

“(…) 

“…Es este el momento procesal en el cual se refiere por el solicitante lo relativo a la admisibilidad, conducencia y pertinencia de cada uno de los medios pretendidos introducir en el debate oral, en razón a que a través de su argumentación – que se entiende carga procesal de quien invoca la prueba – se faculta la controversia o contradicción de las otras partes o intervinientes…” 

(…) 

Por ello la norma citada,- artículo 359- luego de significar la posibilidad de que las partes controviertan la solicitud probatoria de la contraparte, establece para el juez los factores que deben regular su admisión o inadmisión, significando finalmente que contra la inadmisión, rechazo o exclusión, proceden los recursos ordinarios” 

6.6.11 A su vez el  artículo 359 del CPP establece lo siguiente:

“Las partes y el Ministerio Público podrán solicitar al juez la exclusión, rechazo o inadmisibilidad de los medios de prueba que de conformidad con las reglas establecidas en este código, resulten inadmisibles, impertinentes, inútiles, repetitivos o encaminados a probar hechos notorios o que por otros motivos no requieren prueba…”. 

En ese sentido y como el tema en estudio tiene que ver con la regla de pertinencia de la prueba testimonial que fue denegada, es  necesario manifestar que en la   sentencia CSJ SP del 10 de febrero de 2010, radicado 29755 se precisaron esos conceptos y en tal virtud se expuso lo siguiente, retomando lo expuesto en CSJ SP del 26 enero 2009, radicado 30756:
“(…) 

Empero, un ejercicio dialéctico con tales alcances, esto es, orientado a establecer circunstancias favorables al procesado, tanto respecto de la materialidad del comportamiento, como de su responsabilidad, se enmarca dentro de los presupuestos establecidos en la ley para decretar y practicar pruebas, es decir, que éstas sean conducentes, pertinentes y no superfluas o inútiles. “La conducencia supone que la práctica de la prueba es permitida por la ley como elemento demostrativo de la específica temática de que trata la actuación. La pertinencia apunta a que el medio probatorio se refiera directa o indirectamente a los hechos y circunstancias inherentes al objeto cuya demostración se pretende, es decir, que resulte apto y apropiado para acreditar un tópico de interés al trámite, y la no superfluidad se orienta a que la prueba sea útil, en cuanto acredite un aspecto aún no comprobado en la actuación”
. (Subrayas fuera del texto) 
Ese concepto se reiteró en la sentencia CSJ SP del 24 de agosto de 2011, radicado 37198 se manifestó lo siguiente:

“(…)
“De antaño, esta Sala ha sostenido que la procedencia de la prueba se encuentra vinculada a las exigencias de conducencia, pertinencia, racionalidad y utilidad
.

La conducencia “supone que la práctica de la prueba solicitada es permitida por la ley como elemento demostrativo de la materialidad de la conducta investigada o la responsabilidad del procesado”.

La pertinencia “apunta no únicamente a su relación con el objeto de investigación y debate, sino a que resulte apta y apropiada para demostrar un tópico de interés al trámite”.

La racionalidad del medio probatorio “tiene que ver con la viabilidad real de su práctica dentro de las circunstancias materiales que demanda su realización”.

Y la utilidad de la prueba “se refiere a su aporte concreto en punto del objeto de la investigación, en oposición a lo superfluo e intrascendente”.”

6.6.12 La SP de la CSJ en decisión del 13 de julio de 2012 radicado 36562,   expuso que en punto de la valoración de pertinencia de la prueba, el fallador está en el deber de realizar un juicio relacionado con el objeto de la prueba, el problema de investigación o las hipótesis planteadas por las partes. En ese sentido se manifestó: 

“…Frente a las solicitudes probatorias el juez de conocimiento lo primero que debe evaluar es si el medio cognoscitivo resulta pertinente en relación con el thema probandi, con el problema de investigación, o, si se quiere, con las hipótesis de las partes, vale decir, la relación ontológica del hecho materia de prueba con la norma penal que la fiscalía invoca como violada por el acusado.  En segundo lugar si es admisible, en el entendido de que todo lo pertinente puede no ser admisible; debiendo además verificar si aquello que se solicita fue debidamente descubierto, y si el proceso de su búsqueda, consecución y aseguramiento fue legal.    

En relación con la pertinencia hay que tener en cuenta lo previsto en la parte final del artículo 375, norma según la cual, la prueba “También es pertinente cuando sólo sirve para hacer más probable o menos probable uno de los hechos o circunstancias mencionados, o se refiere a la credibilidad de un testigo o de un perito.”

Así, en el juicio de pertinencia, está autorizado extenderse, entre otros tópicos, a los aspectos relacionados con la credibilidad del testigo o del perito, con el objetivo, precisamente de impugnarla; como un ejercicio válidamente reconocido del principio de contradicción; que consiste, además en la posibilidad de cuestionar al testigo como fuente confiable de información…”
 
6.6.13 Con base en el marco normativo y de jurisprudencia antes citado se puede concluir que en este caso no se cumple el requisito de pertinencia de la prueba testimonial que fue denegada y sobre la cual versó el recurso sustentado por el censor, ya que la declaración del Director Seccional de Fiscalías de Pereira, sólo podría versar sobre un hecho ajeno a la narrativa del escrito de acusación, es decir para que le explicara a la defensa cual fue la razón por la cual no dio respuesta a la defensa sobre la petición de entrega de un  video que al parecer estaba en poder del ente acusador, asunto que no viene a ser de la incumbencia del Dr. Trejos Arias, quien no es funcionario del CTI, ni labora en la URI de Dosquebradas y que la defensa debió esclarecer solicitando el testimonio del encargado de las cámaras de seguridad de esas dependencias, como lo manifestó el fiscal al hacer su réplica frente a esa petición probatoria del vocero del acusado. 
A su vez, en lo que atañe a los testimonios del Coronel Ricardo Augusto Alarcón, Comandante de la Policía de Pereira y del IT. José Alexánder Rico, se considera  que se trata de una prueba repetitiva, ya que la información sobre la pérdida o supresión de los videos mencionados, o lo sucedido con la bolsa que contenía el estupefaciente,  se entiende que se encuentra contenida en los oficios que se admitieron como prueba firmados por esos funcionarios
, que según la decisión que se adoptó en la audiencia preparatoria sin oposición del delegado de la FGN, serían introducidos con el investigador de la defensa Hugo Ramírez Restrepo.

Además hay que manifestar que al igual que en el caso del Director Seccional de Fiscalías, los mencionados oficiales no fueron testigos de los hechos que motivaron la aprehensión  del señor Guarumo Ramírez y a lo sumo podrían aportar la misma información que consignaron en sus atestados, que no guarda ninguna relación con el factum del escrito de acusación como lo dedujo acertadamente la juez de primer nivel, por lo cual no se cumplen los requisitos de pertinencia y utilidad de esos testimonios como medio para controvertir los fundamentos de la acusación. 

Por las razones antes mencionadas y con la salvedad enunciada sobre los apartados de la decisión recurrida sobre los cuales no se sustentó el recurso, se confirmará la decisión de primera instancia, que resulta conforme a la norma que rige la materia y la jurisprudencia pertinente sobre el tema.

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR DESIERTO el recurso de apelación interpuesto por el defensor del procesado contra el apartado de la decisión adoptada por la juez penal del circuito de Dosquebradas en la audiencia preparatoria, donde no se decretaron los testimonios del IT Frank Piedrahita Valencia, la Teniente Ligia Stella Gil Bolaños, el Mayor Frank Olaya Cobos y el Intendente Néstor Mario Vargas Duque y el acta de la audiencia celebrada en el juzgado  2º penal municipal de Dosquebradas de la cual se hizo referencia en ese acto. Contra esta decisión procede el recurso de reposición en los términos del artículo 179 A del CPP.

SEGUNDO: CONFIRMAR la decisión de primer grado en lo relativo a la inadmisión de los testimonios del Dr. Jorge Mario Trejos Arias, Director Seccional de Fiscalías de Pereira, el Coronel Ricardo Augusto Alarcón, Comandante de la Policía Metropolitana de esta ciudad y el IT. José Alexánder Rico de la SIJIN –MEPER.

TERCERO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.
NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria 
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